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PROYECTO GUBERNAMENTAL PARA UNA LEY DE LIBERTAD RELIGIOSA

BORRADOR SOBRE REACCIONES DE LA IGLESIA ADVENTISTA 

Minuta para reunión del 07/07/2017 en la UA, sobre Ley de libertad Religiosa.
El 12 de junio, el Poder Ejecutivo envió al Congreso un proyecto de “Ley de Libertad Religiosa”(0010/PE/2017), con las firmas del presidente Mauricio Macri, Marcos Peña, Germán Garavano y Susana Malcorra.
El texto es similar a los más de 20 anteproyectos y proyectos que se han impulsado desde el año 1992, y que se inspiran en la legislación española de 1980. Todos los proyectos han fracasado.
Ahora bien, la pregunta es ¿porque sería diferente el caso actual? Existe un hecho nuevo:En agosto de 2015 entró en vigencia el Nuevo Código Civil y Comercial de la Nación. 

Conforme alcódigo, la Iglesia  católica  es  considerada  persona  jurídica  pública  (art.  146 inc  c),  mientras  las  demás Iglesias o entidades religiosas, son reconocidas como personas jurídicas privadas (art 148 inc. e).
Ahora, pese a que en virtud del principio  de  libre  constitución  adoptado  por  el  código (art 142),  las  Iglesias  y  entidades  religiosas  ya  no necesitan adoptar la forma de  asociaciones o fundaciones y tampoco deben esperar la sanción de una ley especial para actuar como personas jurídicas, muchos ven la necesidad de reglamentar este tipo de personería jurídica creando un registro que otorgue un reconocimiento estatal a las entidades constituidas. 

El asunto del registro es central a la hora de comprender los movimientos que se están produciendo actualmente. No hay que perder de vista este asunto. El proyecto más que enfocarse en la libertad religiosa, la objeción de conciencia o en presuntas igualdades, buscaregular la personería jurídica de las iglesias;pretende reglar el registro y asegurar el control estatal.
Ahora bien, según los promotores del proyecto “la norma viene a responder una demanda histórica de todas las confesiones religiosas, busca convertirse en una ley de consenso entre todas las fuerzas políticas para reemplazar a la actual normativa -la número 21.745- que fue sancionada en 1978 durante la dictadura cívico militar”.También aducen consensoo beneplácito de las entidades religiosas.Expresamente se menciona a  la Iglesia Católica, la Mesa consultiva de Iglesias Evangélicas, la DAIA, la AMIA, el Centro Islámico, los mormones y la Iglesia Ortodoxa del Patriarcado de Antioquía.
Debe destacarse que nuestra Iglesia se encuentra indirectamente representada a través de la Mesa consultiva. Este grupo de trabajo había formulado un proyecto prácticamente nuevo respecto al de la secretaría. La SeCul tomósolo algunos aportes aislados. No se tuvieron en cuenta las sugerencias en torno a la cláusula de la objeción de conciencia; se rechazó incorporar una cláusula que garantice que no habrá educación religiosa denominacional obligatoria en las instituciones educativas de gestión estatal; se contrario la propuesta de eliminar la diferencia de trato entre la Iglesia católica y las demás entidades religiosas. Además la SeCul no aceptó implementar un sistema de registro completamente voluntario, quedando reglado lo referente al nuevo registro de una manera preocupantemente imprecisa y ambigua.Finalmente, tampoco se aceptó la eliminación de los llamados “Acuerdos de Cooperación”.
Volviendo al tema del registro, la ley proyectada contempla la creación del Registro Nacional de Entidades Religiosas (RENAER). La forma en que se implementaría este registro supone una razón eminentemente práctica para poner fuertes reparos al proyecto. Es que, si bien una lectura ligera puede inducir la creencia de que es un registro voluntario, lo cierto es que no da a la Iglesia otra opción que inscribirse y transformarse en un plazo de 5 años (lo que implicará, para la Iglesia un dispendio en términos de recursos económicos y humanos que es difícil mensurar).
El proyecto ingresado  por la Cámara de Diputados,comenzó a ser tratado inmediatamente, y con inusitada celeridad, en la Comisión de Relaciones Exteriores y Culto que preside la diputada de PRO, Cornelia Schimidt Liermann. En dicho ámbito, el día 28 de junio, el secretario de Culto, Santiago de Estrada, expuso las líneas principales del proyecto y manifestó que cuenta con el acuerdo “mayoritario” de todos los cultos.
La Comisión no contó con todos sus integrantes, pero sí llegó a reunir a alrededor de treinta diputados cuando promediaba (Es una de las más grandes, tiene 43 diputados). Hubo varias críticas de legisladores como Las críticas más contundentes al proyecto fueron sostenidas por los diputados Alicia Soraire, Guillermo Carmona, Araceli Ferreyra y Juan Carlos Giordano. En tanto, Elisa Carrió y Karina Banfi pidieron que el proyecto tenga giro también a la Comisión de Asuntos Constitucionales. Además, quedó establecido que dentro de la Comisión se creará una subcomisión especialmente abocada a tratar el proyecto (integrada por 5 diputados).
En este contexto, varias organizaciones sociales y políticas ligadas a posturas laicas o laicistas (Ej Organizaciones que defienden los derechos de la comunidad LGBT, ONGs que luchan por la separación Iglesia-Estado,etc.), comenzaron a expresar alarma y repudiaron el proyecto de ley,denunciando que representa un “retroceso tremendo en términos de derecho”. Las acciones desplegadas han demostrado ser eficaces, por lo menos a la hora de retardar el tratamiento del proyecto.
La organización que llevo la delantera en esta campaña fue Amnistía Internacional. El día que estaba comenzando el tratamiento en el Congreso, dio a conocer una carta que le remitiera la directora ejecutiva en la Argentina, Mariana Belski, al presidente Macri, con copia a varios funcionarios.

En la misiva advierte, según su perspectiva, que "esta norma, lejos de obtener el resultado que comunica –el de dar libertad para los religiosos– es una ley para permitir a quienes profesan una religión, imponerla por sobre el resto".
Según  Amnistía Internacional, el derecho a la Libertad Religiosa ya se encuentra garantizado en el país: el artículo 14 de la Constitución Nacional consagra la profesión libre de culto, protegiendo la libertad religiosa y de conciencia, y el artículo 19 establece incluso que nadie será obligado a hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que ella no prohíbe.
Remarcan que el proyecto trae aparejado graves perjuicios y peligros, entre los que enumeran: 

· Permite que la Iglesia católica se consolide como una institución jurídica pública, con un estatus diferenciado de las demás entidades.
· Se aleja de una concepción laica del estado, favoreciendo un Estado pluri confesional.
· Promueve una fuerte injerencia de las religiones en el ejercicio de los derechos ciudadanos.

· Extiende los privilegios de la ICAR a todas las religiones reconocidas por el Estado(inembargabilidad de los lugares de culto, exenciones, subsidios, etc.).

El punto que han criticado con más vehemencia es la incorporación del “derecho a la objeción de conciencia, institucional o de ideario”(art. 7). Según su visión, “este articulado constituye un retroceso sustantivo porque revierte la excepcionalidad del instituto de la “objeción de conciencia”, pasando ésta a ser casi la regla.
La organización de Derechos Humanos alerta las consecuencias prácticas de la normativa con algunos ejemplos concretos: 

· Un docente podría negarse a impartir una clase sobre la “teoría de la evolución” por encontrarse en pugna con su creencia religiosa o negarse a cumplir con la ley de Educación Sexual Integral.
· Un juez de paz podría negarse a casar a un matrimonio entre parejas del mismo sexo basándose en principios morales o religiosos, violando el derecho a la igualdad y no discriminación de las personas.
· Una obra socialpodría negarse a proveer anticonceptivos, aun existiendo una obligación legal para hacerlo,  violandoasí los derechos sexuales y reproductivos de jóvenes y adultos.
Amnistía Internacional, termina  solicitando a las autoridades revisar la norma en cuestión puesto que echa por tierra todos estos derechos constitucionalmente protegidos, comprometiendo, asimismo, la responsabilidad internacional del Estado argentino. A su vez, pugna porque se genere un debate abierto, participativo y trasparente sobre la temática en cuestión.
El día de mañana 29 de junio, estaba prevista una reunión en la comisión, para tratar este asunto. Fueron invitados el Dr. Raúl Scialabba, Vicepresidente de la Asociación Bautista Argentina e Integrante de la Mesa Consultiva de Asociaciones Evangélicas; el Dr. Juan Navarro Florida, Profesor de Derecho Eclesiástico; el Dr. Octavio Lo Prete, Profesor de Derecho Eclesiástico de la UCA; la Dra. Úrsula Basset, Representante de – CEA – Conferencia Episcopal Argentina; el Sr. Aníbal Bakir, Presidente del Centro Islámico de la República Argentina – CIRA -; S.E.R. Siluan Muci, Arzobispo Metropolitano y el Sr. Simón Moguilevsky, Rabino de la Congregación Israelita de la República Argentina.
 La reunión fue suspendida debido a las acciones descriptas y la cobertura mediática que, en general, expreso opiniones contrarias al proyecto.La información es que la secretaría de Culto estaría desacelerando el proceso vertiginoso con el que había encarado el asunto.
La buena noticia para nosotros es que se abre una ventana de tiempo para trabajar mejor la cuestión.
La ocasión nos brinda la oportunidad de levantar la bandera de la libertad religiosa, desde una perspectiva particular, propia de nuestra comunidad de fe. La Iglesia no puede asumir una posición pasiva, sino por el contrario debe adelantarse a los eventos con inteligencia y humildad.
Los promotores de la ley han dejado trascender que el proyecto “fue elaborado en consenso con la mayoría de los credos que conviven en el país”; y que “incorpora derechos para todos las religiones en forma igualitaria”, lo cual es - por lo menos- una gran falacia.

En principio, organizaciones importantes como ACIERA han manifestado públicamente su apoyo explícito al proyecto. Si bien conocemos cuestionamientos y disconformidades al interior de otras entidades, hasta la fecha ninguna ha ejercido una postura crítica de manera oficial.

Ahora, admitiendo que el proyecto contiene algunos aspectos rescatables, existen sobradas razones por las cuales el mismo no puede contar con nuestro apoyo incondicional. En especial porque legitima la diferencia de trato entre los fieles de la Iglesia católica, y los pertenecientes a otras denominaciones.

Nosotros tenemos la oportunidad de representar una oposición diferente a la que ejercen los grupos laicistas. Podemos transformarnos en una voz que comunique, sobre todo, que no buscamos ningún privilegio y que estamos a favor de la igualdad.
Una posibilidad es proponer una oposición parcial al proyecto. Es decir, rescatar los aspectos positivos y mostrar una actitud propositiva para lograr reformar algunos de los aspectos más controversiales o perjudiciales. Sin embargo, esta posición corre el peligro de no tener la suficiente claridad y por lo tanto la fuerza necesaria para lograr el objetivo deseado.

La alternativa, más coherente con nuestra historia, es ejercerinicialmente una oposición firme pero moderada, sin atacar a nadie, pero a la vez sin transigir en nuestros principios.
Miren, Yo los envío como ovejas en medio de lobos; por tanto, sean astutos como las serpientes e inocentes como las palomas (Mateo 10:16).
Sigue siendo primordial tomar una decisión, fijar una dirección, y trabajar a conciencia en pos de ella.

Antes, es importante establecer contacto con las distintas entidades representativas de las religiones, para conocer su postura y a la vez explorar la posibilidad de llevar adelante estrategias y posiciones en común.
En relación a metodología para llevar adelante una posición opositora, deberíamos mirar lo que la misma Iglesia ha hecho en casos análogos como en la década del cuarenta (haciendo frente al primer fichero de cultos), en la década del cincuenta (fijando posición ante la reforma constitucional), y también las acciones tomadas respecto a los diferentes proyectos similares al presente, a partir de 1992 (especialmente lo efectuado en 2001 y 2008). Sumando algunas ideas que pueden resultar efectivas.

Algunas Ideas para empezar a delinear una hoja de ruta.

-          Buscar entre las organizaciones religiosas, cuales pueden compartir nuestra inquietud. Lo importante es generar una masa crítica para desvirtuar el presupuesto de que el proyecto tiene el consenso que dan a entender los promotores. Este punto fue clave para frenear los últimos proyectos.
-       
Intentar generar puentes con espacios académicos no religiosos. Si nosotros logramos  algún tipo de influencia o colaboración en sectores del 
CONICET o universidades públicas podemos orientar una tercera vía  entre los promotores de la ley y la oposición antirreligiosa que se está articulando.
-          Diseñar acciones para dar a conocer la posición en los medios de comunicación. Hoy existe una ventana de oportunidad dado el interés demostrado por los medios. Como comienzo se podría trabajar con cartas de lectores de esas mismas notas. Luego toda estrategia que puedan sugerir nuestros expertos. Sería importante la participación de los equipos legales y de comunicaciones de en la producción material audiovisual, comunicados de prensa, briefst, etc.
-      
Trabajar en la comunicación interna, hacia adentro de nuestra comunidad. Hay que transmitir un mensaje claro que despeje todo tipo de alarmismo y a su vez nos permita detectar potenciales agentes de influencia.

-          Quizás lo más importante, la acción directa. Solicitar entrevistas y reunirse con funcionarios, legisladores y/o sus asesores. Especialmente con los que son parte de las comisiones que tendrán participación en el proceso legislativo.
Tengamos presente que este es un desafío que tiene que ver con los principios y con la historia. Lo que hagamos hoy respecto al asunto que nos convoca quedará impreso en los anales de nuestro país y nuestra iglesia.
Posibles puntos a trabajar para diseñar una posición alternativa.

1. El proyecto remarca la desigualdad entre credos. Desigualdad que se traduce en una ciudadanía de segunda para las personas que profesan una religión distinta a la católica.

Posición de máxima: El nuevo Código Civil y Comercial  reguló  la personería de las Iglesias y entidades religiosas distinguiendo dos situaciones. La Iglesia católica es considerada persona jurídica pública, mientras las demás Iglesias y entidades son reconocidas como personas jurídicas privadas. Esta situación se ve reforzada mediante el artículo 24 del proyecto de ley.
 La discriminación legislativa resulta reñida con el derecho a la libertad religiosa, y se opone al principio de igualdad ante la ley, reconocidos por la Constitución Nacional y los Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos. Una solución, para eliminar la desigualdad de trato, sería quitarle a la Iglesia Católica la consideración actual. Otra, es reconocer a las demás entidades religiosas como personas jurídicas públicas.
Posición de mínima: Resulta inaceptable que en los considerandos se manifieste que es “sabido” que el status jurídico de la Iglesia Católica surge de la Carta Magna de 1853, cuando. El hecho de que se considere persona jurídica publica a la ICAR, no surge de la Constitución Nacional.

El estatus privilegiado que aún ostenta la Iglesia católica en relación a otras iglesias y entidades religiosas, tiene por piedra angular dos normas jurídicas. Una la que determina que la Iglesia católica es persona jurídica pública (Código civil y comercial), la otra es el artículo 2º de la CN que expresa: “El Gobierno Federal sostiene el culto católico, apostólico y romano”. Respecto a la interpretación de este dispositivo la doctrina y jurisprudencia mayoritaria entiende que, en nuestro país, no existe religión oficial ni Estado confesional, reduciéndose el sistema a la ayuda financiera a la Iglesia católica.

2. Ceder el artículo en el artículo 7, en pos de desarticular los prejuicios de sectores que se oponen a la ley.

Posición de máxima: Ceder el asunto de la objeción de conciencia o de ideario.

Posición de mínima: Conceder la eliminación del dispositivo proyectado.

3. Registro Nacional de Entidades Religiosas RENAER
Alternativas:

· Trabajar para que sea verdaderamente voluntario.

· Lograr que exista la posibilidad de que las entidades actualmente inscriptas en el Registro Nacional de Culto, puedan optar por no inscribirse en el Registro Nacional de  Entidades  Religiosas,  pero  accedan  a  las  certificaciones  o  constancias  que  les permitan   acreditar   su   carácter   de Entidad Religiosa,  conservando así  los  derechos  adquiridos. 

· Una tercera opción, sería lograr que se pueda conservar el nombre de la entidad, y que la Secretaria emita un certificado que sea suficiente para demostrar que la entidad posee la misma identidad y es continuadora de la personalidad jurídica de la asociación civil.

Tema aparte. Debemos observar y llamar la atención sobre las excesivas y relativamente peligrosas facultades que poseerá la SeCul (Secretaria de Culto de la Nación).

